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Chihuahua, Chihuahua, veintidós de mayo del dos mil veintiséis1 
 
Sentencia del Tribunal Estatal Electoral por medio de la cual se 

determina CONFIRMAR el acuerdo dictado por la Consejera Presidenta 

del Instituto Estatal Electoral, en el Procedimiento Sancionador 

Ordinario de clave IEE-PSO-008/2026, mediante el cual se declaró 

improcedente la adopción de medidas cautelares. 
 

Glosario 

Actor José Fernando Landeros Moreno  
 

Consejo Estatal Consejo Estatal del Instituto Estatal Electoral 
 

Consejera Presidenta / Autoridad 
responsable 

Consejera Presidenta del Instituto Estatal 
Electoral  

 

Constitución Federal 
Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos 
 

Constitución Local 
Constitución Política del Estado Libre y 

Soberano de Chihuahua. 
 

Instituto/IEE Instituto Estatal Electoral de Chihuahua 

 
1 En adelante todas las fechas que se mencionan se refieren al año dos mil veintiséis, salvo precisión 
en contrario. 
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JE Juicio Electoral 
 

Ley Electoral Ley Electoral del Estado de Chihuahua. 
 

LGIPE 
Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales 
 

PSO Procedimiento Sancionador Ordinario 
 

Sala Regional Guadalajara 
Sala Regional Guadalajara del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación 
 

Suprema Corte Suprema Corte de Justicia de la Nación 
 

Secretario Ejecutivo  
Secretario Ejecutivo del Instituto Estatal 

Electoral de Chihuahua 
 

TEPJF 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación 
 

Tribunal Electoral Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua 
 

 

1. ANTECEDENTES 
 
1.1. Presentación de la denuncia. El dos de marzo, se presentó ante 

el IEE, escrito inicial de denuncia por parte del actor, en su 

carácter de ciudadano chihuahuense, en contra de Cruz Pérez 

Cuéllar en su carácter de Presidente Municipal de Juárez, por la 

posible comisión de conductas que pudieran constituir actos 

anticipados de precampaña y/o campaña, uso indebido de 

recursos públicos, vulneración a los principios de imparcialidad y 

equidad así como promoción personalizada, derivadas de la 

presunta difusión de propaganda política.2 

 

1.2. Radicación y reserva de admisión del expediente de clave 
IEE-PSO-008/2026. El tres de marzo, el Instituto ordenó tramitar 

la denuncia a través del Procedimiento Sancionador Ordinario 

bajo la clave IEE-PSO-008/2026. Asimismo, reservó la 

determinación correspondiente a la admisión o desechamiento de 

la denuncia y el pronunciamiento respecto de las medidas 

cautelares solicitadas. 

 

 
2 Visible en fojas 33 a 60 del expediente. 



JE-27/2026 
 

3 

 

1.3. Admisión del Procedimiento Sancionador Ordinario. El doce 

de marzo, el Secretario Ejecutivo admitió el PSO, por la presunta 

comisión de los hechos descritos con anterioridad.  

 
1.4. Determinación de medidas cautelares. El trece de marzo, la 

Consejera Presidenta dictó un acuerdo mediante el cual resolvió 

la improcedencia de las medidas cautelares solicitadas.3 

 
1.5. Interposición del medio de impugnación. El veinte de abril, 

mediante escrito presentado ante el Instituto, 4  José Fernando 

Landeros Moreno, en su carácter de ciudadano, interpuso el 

presente medio de impugnación, en contra de la notificación 

efectuada respecto al acuerdo de resolución de medidas 

cautelares, así como en contra de la resolución misma. 

 
1.6. Forma, registra y turno. Por acuerdo de la Presidencia, en fecha 

veintiocho de abril se ordenó formar y registrar el expediente bajo 

la clave JE-27/2026, asignando el turno del asunto a la Ponencia 

del Magistrado Hugo Molina Martínez.  
 

1.7. Admisión. El veintiuno de mayo, la Ponencia Instructora, admitió 

el expediente de mérito y declaró abierto el periodo de instrucción.  

 
1.8. Cierre de instrucción, circulación del proyecto y 

convocatoria. Mediante auto de fecha veintiuno de mayo, se tuvo 

por cerrada la instrucción, se ordenó a la Secretaría General 

circular el proyecto de resolución y se solicitó convocar a sesión 

pública de Pleno para su discusión y, en su caso, aprobación.  

 
2. COMPETENCIA 

 

Este Tribunal Electoral, es competente para conocer y resolver el 

presente asunto, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 37 

párrafo cuarto; artículo 7, numeral 1, fracción XI, del Reglamento Interior 

 
3 Visible en el reverso de la foja 91 a 112 del expediente. 
 
4 Visible en fojas 19 a 35 del expediente. 
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de este Tribunal, así como en el Acuerdo General del Pleno de este 

órgano Colegiado de clave TEE-AG-01/2018.5 

 

Lo anterior, debido a que se controvierte el acuerdo de la Consejera 

Presidenta del Instituto que declaró improcedente la adopción de 

medidas cautelares dentro del PSO, así como la notificación del mismo.  

 

3. INFORME CIRCUNSTANCIADO 
 

La autoridad responsable, al rendir su informe aduce una presunta6 

causal de improcedencia al referir que el medio de impugnación fue 

presentado de forma extemporánea, ya que, la notificación de la 

determinación recurrida quedó efectuada adecuadamente el dieciocho 

de marzo, por lo que el plazo para recurrirla comenzó a contar a partir 

del veinte de marzo y concluyó el veinticinco siguiente, por lo que al 

haberse presentado el veinte de abril, esto es, catorce días después, se 

advierte que el mismo fue interpuesto fuera del plazo legal. 

 

Por otro lado, ad cautelam, realizó un pronunciamiento respecto a los 

agravios planteados, refiriendo que los mismos resultan infundados, 

por las razones que se exponen a continuación:  

 

Por lo que hace al primer agravio, la autoridad responsable aduce que 

éste resulta infundado, toda vez que a su consideración, existió una 

confusión por parte del actor, en virtud de que refiere a una cédula de 

notificación correspondiente a un acuerdo diverso. 

 

Respecto al segundo agravio, la autoridad argumentó que es 

infundado, en virtud de que contrario a lo sostenido por el actor, si se 

realizó un análisis integral y contextual de los hechos denunciados, sin 

embargo, el actor considera que el Instituto debió concluir que existe 

 
5 Mediante el cual se estableció al Juicio Electoral como la vía para reclamar aquellos actos que no 
se encuentran comprendidos dentro de alguna de las hipótesis de los medios de impugnación 
establecidos en la Ley Electoral, con el fin de garantizar el derecho de acceso a la tutela judicial 
efectiva. 
 
6 Visible en fojas 12 a 18 del expediente. 
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una estrategia sistemática de posicionamiento electoral derivada de la 

vinculación de los espectaculares y el contenido digital, no obstante, a 

consideración de la autoridad responsable, dicha pretensión implica un 

estudio de fondo incompatible con la naturaleza de las medidas 

cautelares.  

 

En ese mismo orden de ideas, por lo que hace al tercer agravio, la 

autoridad responsable lo estima infundado, ya que a su consideración 

sí analizó los elementos exigidos para la actualización de las conductas 

denunciadas, ya que no existe en esta etapa, evidencia suficiente para 

afirmar que el contenido constituye propaganda electoral encubierta, ni 

que los espectaculares tengan una finalidad inequívoca de 

posicionamiento electoral.  
 

Por último, en lo relativo al cuarto agravio, la responsable argumenta 

que resulta infundado, ya que el actor pretende equiparar supuestos 

fácticos y jurídicos de diverso expediente.  

 
4. PROCEDENCIA 

 
El medio de impugnación cumple con los requisitos previstos en el 

artículo 308 de la Ley Electoral, con base en lo siguiente:  

 

1. Forma. Se satisface en virtud de que fue presentado por escrito, 

se precisa el nombre del promovente, firma autógrafa, hechos, 

agravios, actos impugnados, autoridad responsable y domicilio 

para oír y recibir notificaciones.  
 

2. Oportunidad. Toda vez que la oportunidad de interposición del 

presente medio de impugnación se encuentra directamente 

relacionado con cuestiones que deberán ser estudiadas en el 

fondo del asunto, con la finalidad de no emitir un pronunciamiento 

anticipado a ello, dicha cuestión se abordará en el apartado 

respectivo. 
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Lo anterior encuentra sustento en el criterio emitido por la Sala 

Regional Guadalajara, al sostener que abordar la oportunidad en 

este momento procesal cuando forma parte de los actos 

impugnados, constituye un vicio de petición de principio.7 

 
3. Legitimación y personería. Se satisface tal requisito según lo 

apuntado por el Instituto en el informe circunstanciado rendido 

ante este Tribunal. 
 

4. Interés jurídico. Se colma tal requisito en virtud de que los actos 

impugnados devienen del acuerdo de medidas cautelares, dictado 

dentro del expediente de clave IEE-PSO-008/2026, formado con 

motivo de la denuncia presentada por el hoy actor. 
 
5. Definitividad. Este requisito se encuentra satisfecho al no existir 

instancia o medio que deba agotarse con anterioridad.8 
 

Precisado lo anterior, lo consecuente es analizar el fondo de la 

controversia planteada por el impugnante.  

 
5. PLANTEAMIENTO DE LA CONTROVERSIA 

 
5.1 Fijación de los actos reclamados. 

 
a) Acuerdo de fecha trece de marzo, por medio del cual se declaró 

improcedente la adopción de medidas cautelares dentro del 

expediente de clave IEE-PSO-008/2026.  

 

b) La notificación al quejoso relativa a la citada determinación de la 

autoridad administrativa electoral. 

 
 

 
7 Al resolver el expediente de clave SG-JDC-511/2024. 
 
8 De conformidad a lo dispuesto por la Sala Superior al resolver el expediente de clave SUP-JG-
48/2025. 
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5.2 Síntesis de agravios. 
 
5.2.1 Agravios relacionados con la notificación del acuerdo por el 
que se declaró la improcedencia de las medidas cautelares. 
 
5.2.1.1 Invalidez de la notificación del acuerdo impugnado al 
transgredirse el derecho de audiencia y defensa adecuada. 
 
El impugnante aduce que la supuesta notificación personal realizada por el 

Instituto, sobre la resolución de medidas cautelares es inválida; ello, en primer 

lugar, al no haberse seguido el procedimiento establecido en la Ley, lo 

cual, refiere que le impidió conocer de manera oportuna dicha 

resolución y, por tanto, la posibilidad de presentar la impugnación 

correspondiente en la temporalidad prevista para ello. 

 
Sostiene que se infringió lo establecido en el artículo 276 de la Ley 

Electoral, toda vez que la notificación se efectuó a través de la cédula 

denominada “cédula de notificación en domicilio cerrado” la cual no se 

encuentra prevista por la normativa. 

 

Refiere que no existe disposición legal que permita al personal 

notificador que, a pesar de no ser atendido su llamado en el domicilio, 

pueda realizar la notificación fijando en la puerta el acto respectivo, sino 

que lo que debe fijarse es un citatorio a fin de que dicho personal, 
acuda al día siguiente para realizar la diligencia o, en el caso de que 

de nueva cuenta no sea atendido en el domicilio, se proceda a realizar 
la notificación por estrados. 
 

Aduce que el procedimiento previsto en los numerales 6) y 7) del 

referido arábigo no se siguió, puntualizando que, en la primera 

búsqueda, de la constancia que levantó el funcionario del Instituto, 

advierte que, al constituirse en el domicilio señalado y al no haber sido 

atendido por persona alguna, procedió a fijar en la puerta del domicilio 

cédula original y copia del acuerdo, lo que, en su óptica, resulta erróneo. 
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Luego, aunado a lo anterior, sostiene que lo que fijó el notificador en el 

domicilio, corresponde a una copia simple del acuerdo impugnado, lo 

que contraviene lo dispuesto por el artículo 275, numeral 5) de la Ley 

Electoral, pues el mismo precisa que para dicha diligencia debe 

entregarse copia certificada del acto correspondiente. 

 

En ese sentido, invoca la Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte, 

de rubro “EMPLAZAMIENTO. LA OMISIÓN DEL ACTUARIO DE CERTIFICAR 

LA ENTREGA DE LAS COPIAS DE TRASLADO DE LA DEMANDA 
DEBIDAMENTE SELLADAS Y COTEJADAS CON SU ORIGINAL, OCASIONA LA 

ILEGALIDAD DE DICHA DILIGENCIA” la cual, en síntesis, sostiene que en 

el emplazamiento, al ser el acto procedimental por el cual se garantiza 

el derecho de audiencia y debido proceso, los requisitos para su 

realización deben ser acatados en su literalidad, por lo que si se 

establece como formalidad del emplazamiento entregar copias 
selladas y cotejadas con su original, ello constituye una formalidad 
esencial para la validez, a fin de no violentar los derechos de audiencia 

y de defensa, de legalidad y de certeza jurídica, así como a recibir 

impartición de justicia en los términos y plazos que fijan las leyes.  

 

En consecuencia, a su consideración, la presunta omisión del actuario 

de proporcionar copia certificada del acuerdo de medidas cautelares 

que en este acto se impugna, ocasiona la ilegalidad de la diligencia. 

 

Finalmente, señala que le causa perjuicio el que en la cédula de 

notificación que se fijó en el domicilio, no se identificó la resolución que 
se estaba notificando, ello pues al advertir de la constancia la leyenda 
“en cumplimiento al acuerdo de doce de marzo de dos mil veintiséis, dictado por 

Arturo Muñoz Aguirre, Secretario Ejecutivo”, no obstante que a su 

consideración, la autoridad electoral debió especificar que lo que se 

pretendía notificar es el acuerdo de medidas cautelares emitidas por la 

Consejera Presidenta del Instituto Estatal Electoral, respecto del 

Procedimiento Sancionador Ordinario de clave IEE-PSO-008/2026, 

pues así es como se titula la misma. 
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Citando con relación a lo anterior, la Jurisprudencia de la Suprema Corte 

de rubro “EMPLAZAMIENTO. DEBE CONSIDERARSE VÁLIDO SOLO 

CUANDO AL REALIZAR LA CERTIFICACIÓN RELATIVA, EL NOTIFICADOR 
DESCRIBE CUÁLES SON LAS COPIAS DE LOS DOCUMENTOS QUE SE 
ADJUNTARON A LA DEMANDA CON LAS QUE CORRE TRASLADO” 
 
5.2.2 Agravios dirigidos a impugnar el acuerdo que declaró 
improcedente la adopción de medidas cautelares. 
 
5.2.2.1 Vulneración a los principios de exhaustividad, legalidad y 
seguridad jurídica, al no estar debidamente fundado y motivado el 
acuerdo de mérito. 
 
Aduce el quejoso que el acuerdo impugnado no se encuentra 
debidamente fundado y motivado, al no haber sido estudiados con 

exhaustividad la totalidad de los elementos que integran el contexto de 

la difusión de los espectaculares denunciados, aunado a que 

erróneamente se utiliza la figura de la apariencia del buen derecho para 

negar las medidas cautelares. 

 

Sostiene que, aunque el Instituto motiva de forma correcta en la 

resolución que el análisis de los elementos proselitistas en la publicidad 

no puede darse de manera aislada, sino que debe incluir un análisis del 

contexto integral, así como también razona que las expresiones deben 

ser valoradas de forma integral pues solamente a través de un estudio 

contextualizado es posible arribar a conclusiones objetivas, dichos 

criterios no se observan en el acto impugnado. 

 

Por su parte, refiere que el Instituto, equivocadamente fundando y 

motivando su actuar, tomó en consideración la figura de la apariencia 

del buen derecho para negar las medidas cautelares al sostener en el 

acuerdo impugnado que no es posible determinar de manera preliminar que las 

conductas denunciadas sean contrarias a derecho. Concatena lo anterior con 

la Jurisprudencia emitida por la Suprema Corte, de rubro: “SUSPENSIÓN 

EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO 
NO PUEDE INVOCARSE PARA NEGARLA”. 
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Respecto a lo sostenido por el Instituto al establecer que de manera 

preliminar el contenido de los espectaculares denunciados corresponde 

a una promoción de una entrevista en un medio digital periodístico, 

precisando que por ello se presume su licitud, el quejoso aduce que esto 

resulta infundado toda vez que, bajo su óptica, dicho criterio soslaya que 

la propaganda gubernamental denunciada se disfraza de ejercicio 

periodístico, lo que requiere que el Instituto realice un análisis partiendo 

de que se trata de una forma novedosa de esquivar la ley. 

 

Concatenado a lo anterior, el impugnante sostiene que existió un 

análisis deficiente por parte del Instituto, al haber emitido un 

pronunciamiento genérico que no consideró las circunstancias 

particulares del caso en concreto, no llevó a cabo el análisis de los 

mensajes contenidos en dicho sitio digital y además, no emitió 

pronunciamiento alguno sobre los equivalentes funcionales, por lo que 

a su juicio no se cumplió con el principio de exhaustividad. 

 

Además, aduce que la autoridad responsable pasó por alto el análisis 

de la infracción consistente en actos anticipados de precampaña y/o 

campaña y, reitera que no es necesario que la propaganda 

gubernamental sea financiado con recursos públicos, argumentando 

que la promoción personalizada se acredita con vista en el contenido 

denunciado. 

 

5.2.2.2 Violación al artículo 17 Constitucional por la vulneración al 
principio de imparcialidad. 
 

Aduce el quejoso que del contenido del acto impugnado se advierte una 

falta de imparcialidad por parte de la autoridad responsable, puesto que 

en el caso en particular la autoridad responsable sostiene que la simple 

aparición del nombre e imagen de Cruz Pérez Cuellar en los anuncios 

espectaculares no resulta suficiente para la adopción de medidas 

cautelares, mientras que en diverso asunto en el que se denunció la 

colocación de lonas con el nombre e imagen de diversa funcionaria 

pública, sí se declararon procedentes las medidas cautelares; a su 
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consideración esto se traduce en una transgresión al artículo 17 de la 

Constitución Federal. 

 

Para demostrar lo anterior, hace referencia a que en diverso PSO, al 

resolver la solicitud de la adopción de las medidas, la autoridad 

responsable arribó a una conclusión distinta a la que hoy nos constriñe.  

 

Lo anterior, lo argumenta pues a su consideración no resulta lógico que 

el Instituto considere que lonas denunciadas y colocadas en domicilios 

particulares, consistan en una difusión reiterada de propaganda, 

mientras que sobre los anuncios espectaculares denunciados en el caso 

particular, no aplique dicho criterio, por lo que a su consideración se 

constituye un doble criterio, que deriva en un abuso de autoridad y 

vulnera la imparcialidad que debe observarse en todo proceso. 

 

5.3 Pretensión y causa de pedir. 
 
Como puede dilucidarse, la pretensión del promovente radica, en primer 

lugar, en que el medio de impugnación se tenga por presentado de 

manera oportuna, con vista en los vicios alegados respecto de la 

notificación efectuada. 

 

Por otra parte, se infiere que pretende que este Tribunal determine que 

el acuerdo por el que se declaró improcedente la adopción de las 

medidas cautelares, se emitió bajo una indebida motivación y 

fundamentación lo que transgredió los principios de imparcialidad, 

legalidad y seguridad jurídica. 
 

6. MÉTODO DE ESTUDIO 
 
Como ya fue precisado, en el presente asunto se aducen agravios que 

inciden directamente en la oportunidad de presentación del mismo lo 

cual, repercute en un requisito esencial para el cumplimiento de su 

procedencia. 
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Con vista en lo anterior, el análisis de los motivos de disenso se 

efectuará por separado,9 en primer lugar, atendiendo a los agravios que 

contravienen la notificación efectuada para dilucidar las cuestiones 

atinentes a la presentación del medio de impugnación y, derivado de la 

determinación a la que arribe este Tribunal, de ser el caso, se procederá 

al análisis de los motivos de disenso que combaten el acuerdo de 

improcedencia de las medidas cautelares. 

 
7. ESTUDIO DE FONDO 

 
7.1 Marco normativo. 
 
7.1.1 Procedimiento Sancionador Ordinario. 
 
Se tiene que el uno de julio de dos mil veintitrés, fue publicado en el 

Periódico Oficial del Estado, el Decreto LXVIIRFLEY/058/2023 10 , 

mediante el cual se reformó la Ley Electoral, derogando artículos que 

guardaban relación con la vía del Procedimiento Sancionador Ordinario, 

estableciendo como única vía para la tramitación y resolución de quejas 

o denuncias por presuntas infracciones a la normativa electoral local, la 

del Procedimiento Especial Sancionador. 

 

Consecuentemente, fueron promovidas diversas acciones de 

inconstitucionalidad11 ante la Suprema Corte, en las que aducían la 

invalidez del citado Decreto, declarando el Alto Tribunal la 

inconstitucionalidad de diversas normas generales de la Ley Electoral, 

entre las cuales se incluye la desaparición del Procedimiento 

Sancionador Ordinario, por lo que recobraron vigencia las 

disposiciones previas a la reforma electoral, es decir, las que norman la 

vía del referido procedimiento, por las razones siguientes: 

 
9  Véase la Jurisprudencia de la Sala Superior 4/2000 de rubro “AGRAVIOS, SU EXAMEN EN 
CONJUNTO O SEPARADO, NO CAUSA LESIÓN” 
 
10  Visible en la liga electrónica https://chihuahua.gob.mx/sites/default/atach2/periodico-
oficial/anexos/2023-07/ANEXO%2052-2023%20DECRETO%20Nº%20LXVII-RFLEY-0583-
2023%20VIII%20P.E..pdf 
 
11 Acción de inconstitucionalidad 163/2023 y su acumulada 164/2023. 
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Si bien las legislaturas de los Estados tienen un margen de libertad de 

configuración normativa para regular los procedimientos administrativos 

sancionadores en materia electoral, deben ajustarse a las bases y 

lineamientos dispuestos en la Constitución y en la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales, es decir, dicha libertad está 

limitada a que se observen y salvaguarden los principios que rigen tanto 

la impartición de justicia como la materia electoral. 

 

En ese sentido, determinó que las directrices generales que deben 

observarse son las esteblecidas en el artículo 440 de la LGIPE, mismo 

que prevé que las leyes electorales locales deberán considerar las 

reglas de los procedimientos sancionadores, tomando en cuenta las 

siguientes bases: 

 

1. La clasificación de procedimientos sancionadores ordinarios, 
que se instauran por faltas cometidas dentro y fuera de los 
procesos electorales y los especiales sancionadores, expeditos, 

por faltas cometidas dentro de los procesos electorales. 

 

2. Sujetos sancionables. 

 

3. Reglas para el inicio, tramitación, órganos competentes e 

investigación de ambos procedimientos. 

 

4. Procedimiento de dictaminación para la remisión de expedientes 

al Tribunal Estatal Electoral para su resolución. 

 

Además, un modelo en el que se establece como única vía el 

procedimiento especial sancionador, no es conforme a las bases 

generales que las legislaturas locales deben cumplir, por lo que son 

inconstitucionales las modificaciones efectuadas mediante el Decreto 

con el que se suprimió el Procedimiento Sancionador Ordinario. 

 

En ese contexto, la Suprema Corte, llegó a la conclusión de que la 

eliminación del Procedimiento Sancionador Ordinario de la Ley Electoral 



JE-27/2026 
 

14 

 

del Estado, contraviene una de las directrices mínimas en la materia a 

las que deben apegarse las legislaturas estatales. Lo anterior, porque 

se dispone con claridad que necesariamente se deben prever los 

procedimientos sancionadores tanto ordinarios como especiales. 

 

Ello en virtud de que los Procedimientos Ordinarios son la vía idónea 

para analizar las posibles faltas actualizadas fuera de un proceso 

electoral o que propiamente no tienen una relación con alguno de los 

comicios en curso. 

 

En ese sentido, con el objetivo de generar certeza sobre el régimen 

aplicable para los procedimientos sancionadores en materia electoral y 

en aras de garantizar el cumplimiento de la base general relativa a la 

coexistencia de un Procedimiento Sancionador Ordinario y de un 

Procedimiento Especial Sancionador, la invalidación decretada por el 
Pleno de la SCJN, tuvo como consecuencia la reviviscencia de los 

preceptos vigentes de forma previa a la emisión del Decreto de reforma 

a la Ley Electoral, para el caso que nos ocupa, los preceptos 

relacionados con el Procedimiento Sancionador Ordinario. 

 

Con vista en lo anterior, los preceptos correspondientes a dicho régimen 

sancionador deben entenderse como el marco normativo vigente de 

la Ley Electoral aplicable al Procedimiento Sancionador Ordinario. 

 

No es óbice para lo anterior, que a la fecha no se haya publicado el 

engrose que corresponde a la sentencia de la acción de 

inconstitucionalidad en mención, ya que, al constituir ésta una forma 

específica de integración de la jurisprudencia, en la especie, también 

resulta aplicable lo establecido en la Jurisprudencia 2a./J. 116/2006, 

sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte, de rubro: “ACCIÓN 

DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI EN ELLA SE DECLARA LA INVALIDEZ DE 
NORMAS GENERALES, LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBEN 
APLICAR ESE CRITERIO, AUN CUANDO NO SE HAYA PUBLICADO TESIS DE 
JURISPRUDENCIA” 
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7.1.2 Sobre las notificaciones.  
 

El artículo 276 de la Ley Electoral señala sobre las notificaciones, en su 

numeral 1), que las mismas se harán a más tardar dentro de los tres 

días hábiles siguientes a la fecha en que se dicten las resoluciones que 

las motiven y surtirán sus efectos el mismo día de su realización. 

 

Así mismo, el numeral 3) del citado arábigo, establece que las 

notificaciones personales habrán de realizarse en días y horas hábiles, 

ya sea a la parte interesada o a quien se encuentre autorizado para ello. 

 

Posteriormente, señala en sus numerales 4), 5) y 6) que una notificación 

será personal cuando así sea determinada y que cuando deba hacerse 

una notificación de este tipo, el notificador habrá de cerciorarse que 
la persona a notificar tiene su domicilio en el inmueble en el que se 
está practicando la diligencia, para posteriormente entregar copia 
autorizada de la resolución correspondiente asentando razón en 
autos.  
 

Prevé que si la persona a notificar no se encuentra en el domicilio, 

dejará con cualquier otra que se encuentre en el mismo un citatorio que 

debe contener como mínimo la denominación del órgano que dictó la 

resolución que se pretende notificar, los datos del expediente dentro del 

cuál se realizó, extracto de la resolución que se notifica, día y hora en 

que se deja el citatorio y a quién se le entrega, así como el día y la hora 

en que se hará la notificación.  

 

En el numeral séptimo, continúa señalando que al día siguiente a la hora 

fijada en el citatorio, la persona notificadora se constituirá en el domicilio 

y si no se encontrara la parte interesada, se procederá a notificarla 
por estrados, asentando razón de ello. En caso de que la parte 

interesada se niegue a recibir la notificación o las personas en el 

domicilio se rehusen a recibir el citatorio, o no hubiese nadie en el lugar, 

éste se fijará en la puerta de entrada y se procederá a realizar la 
notificación por estrados asentando razón de ello. 
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En ese mismo orden de ideas, la Ley Electoral señala por una parte en 

el numeral 13) que son acuerdos todos aquellos que no encuadren 

dentro de las resoluciones, que se emitan dentro de la órbita de 

atribuciones de los órganos electorales, con independencia de si su 

contenido es general o particular.  

 

Por su parte, la Ley Electoral en su artículo 3, segundo párrafo, refiere 

que la interpretación de la misma se hará conforme a los criterios 

gramatical, sistemático y funcional, y a los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución Federal y la Constitución Local, 

favoreciendo en todo tiempo a las personas con la protección más 
amplia. 

 

Por su parte, la Sala Superior ha sostenido 12  que los actos de 

comunicación procesal sirven para transmitir las determinaciones del 

juzgador a las partes en un proceso. Entre este género se encuentran 

las notificaciones.  
 

Esto es, la notificación es el acto procesal a través del cual se entera a 

las partes de las actuaciones realizadas en el proceso, a fin de que 

surtan sus efectos. Su importancia radica en que las partes deben tener 

conocimiento de las actuaciones realizadas en el juicio a efecto de que 

estén enterados de su contenido y las consecuencias inherentes al 

mismo y, en su caso, se encuentren en aptitud de impugnarlas si las 

consideran lesivas a sus intereses. 

 

7.1.3 Derecho de audiencia y debida defensa. 
 
El derecho al debido proceso reconocido en el artículo 14 de la 

Constitución Federal, así como el similar 8 del apartado 1 de la 

Convención Americana, se ha entendido como aquel necesario para 

que los justiciables puedan hacer valer sus derechos y defender sus 

intereses de forma efectiva cuando se encuentren sujetos a algún 

procedimiento.  

 
12 Véase el SUP-REP-151/2020. 
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Es decir, cuando una persona es sometida a un procedimiento motivado 

por el ejercicio de una acción del Estado, se debe verificar que se 

cumplan con las formalidades esenciales del procedimiento respectivo, 

de entre las cuales destaca la garantía de audiencia. 

 

Ahora bien, es dable afirmar que cuando se constriñen asuntos relativos 

al conocimiento de actos intraprocesales, se obtiene que si ello no se 

lleva a cabo mediante las formalidades establecidas en la ley aplicable, 

existe una trasgresión a la garantía de audiencia consagrada en el 

artículo 14 de la Constitución, que puede llegar a la consecuencia de 

que las partes carezcan de oportunidad para controvertir las 

determinaciones de quien las dicta, lo que deja en estado de indefensión 

a las partes que pretendan impugnar dichas determinaciones dentro de 

los plazos para ello establecidos. 

 

La Sala Superior ha sostenido que debe estarse a la interpretación más 

favorable del derecho de garantía de audiencia que se ajuste a la 

obligación de mayor protección a los derechos fundamentales. 

  

Así, los efectos y consecuencias procesales respecto de los defectos u 

omisiones en la práctica de notificaciones son diversos dependiendo del 

tipo de notificación y del acto o providencia que se notifique.13 

 

7.1.4 Naturaleza de las medidas cautelares. 
 

La Sala Superior ha reconocido14que las medidas cautelares tienen 

como propósito preservar una situación jurídica y los derechos en 
posible riesgo hasta en tanto se resuelva el fondo del asunto sujeto a 

la jurisdicción de la autoridad. Su objeto y fin son los de asegurar la 

integridad y la efectividad de la decisión de fondo, para de esta manera 

 
13 Similares consideraciones se emitieron en el diverso recurso de apelación SUP-RAP-438/2016 y 
SUP-RAP-144/2019 
 
14 Véase el contenido de la sentencia dictada dentro del expediente de clave SUP-REC-82/2025 Y 
ACUMULADOS. 
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evitar que se lesionen los derechos alegados que se estiman 

transgredidos con la comisión de la infracción denunciada.  

 

De acuerdo con el carácter tutelar, las citadas medidas buscan evitar un 

daño irreparable y preservar el ejercicio de los derechos o bien la 

salvaguarda de principios rectores en materia electoral.  

 

Las medidas cautelares constituyen instrumentos que, en función de un 

análisis preliminar, puede decretar la autoridad competente, a solicitud 

de parte interesada o de oficio, para conservar la materia del litigio, 

así como para evitar un daño grave e irreparable a los derechos o 

principios que se estimen transgredidos, con motivo de la sustanciación 

de un procedimiento.  

 

En consecuencia, se encuentran dirigidas a garantizar, bajo un examen 

preliminar, la existencia y el restablecimiento del derecho que se 

considera afectado, cuyo titular estima que puede sufrir algún 

menoscabo.  

 

Bajo esa lógica, las medidas cautelares constituyen una determinación 

autónoma dentro de un procedimiento, cuyo objetivo principal es tutelar 

el interés público, razón por la cual el legislador previó la posibilidad de 

que sus efectos sean provisionales, transitorios o temporales, con el 

objeto de lograr la cesación o hechos constitutivos de la posible 

infracción.  

 

En ese mismo sentido, la Sala Superior se ha pronunciado en el sentido 

de que las medidas cautelares surgen como una protección progresiva 

del derecho a la tutela judicial efectiva y al debido proceso, la cual trae 

consigo el deber de garantizar la más extensa protección de los 

derechos humanos.  

 

También es necesario, en su caso, justificar la idoneidad, razonabilidad 

y proporcionalidad de la determinación que se adopte, así como fundar 

y motivar si la conducta denunciada, atendiendo al contexto en que se 
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produce y dentro de los límites que encierra el estudio preliminar, 

trasciende o no a los límites del derecho o libertad que se considera 

afectado y si presumiblemente se ubica en el ámbito de lo ilícito.  

 

Entonces, para que en el dictado de las medidas cautelares se cumpla 

el principio de legalidad, la fundamentación y motivación deberá 

ocuparse cuando menos, de los aspectos siguientes: 

 

1. La probable violación a un derecho, del cual se pide la tutela en el 

proceso. 

 

2. El temor fundado de que, mientras llega la tutela judicial efectiva, 

desaparezcan las circunstancias de hecho necesarias para 

alcanzar una decisión sobre el derecho o bien jurídico cuya 

restitución se reclama (periculum in mora).  

 

La medida cautelar adquiere justificación si hay un derecho que requiere 

protección provisional y urgente, a raíz de una afectación producida -que 

se busca evitar sea mayor- o de inminente producción, mientras se sigue el 

procedimiento o proceso en el cual se discute la pretensión de fondo de 

quien dice sufrir el daño o la amenaza de su actualización.  

 

Atendiendo a esa lógica, el dictado de medidas cautelares se debe 

ajustar a los criterios que la doctrina denomina como fumus boni iuris 

apariencia del buen derecho, concatenada con la relativa al periculum in 

mora, temor fundado de que mientras llega la tutela efectiva se 

menoscabe o haga irreparable el derecho materia de la decisión final.15 

 

Sobre la apariencia del buen derecho, debe precisarse que éste apunta 

a una credibilidad objetiva y seria sobre la juridicidad del derecho que 

se pide proteger, a fin de descartar que se trate de una pretensión 

manifiestamente infundada, temeraria o cuestionable.  

 

 
15 Véase la Jurisprudencia 14/2015, de rubro “MEDIDAS CAUTELARES. SU TUTELA PREVENTIVA.” 



JE-27/2026 
 

20 

 

Por su parte, el peligro en la demora consiste en la posible frustración 

de los derechos del promovente de la medida cautelar, ante el riesgo de 

su irreparabilidad.  

 

Como se puede deducir, la verificación de ambos requisitos obliga 

indefectiblemente a que la autoridad responsable realice una evaluación 

preliminar del caso concreto, en torno a las respectivas posiciones 

enfrentadas, a fin de determinar si se justifica o no el dictado de medidas 

cautelares. 

 

En consecuencia, si de ese análisis previo resulta la existencia de un 

derecho o principio, en apariencia reconocido legalmente de quien sufre 

la lesión o el riesgo de un daño o violación inminente y correlativa falta 

de justificación de la conducta reprochada, entonces se torna patente 

que la medida cautelar debe ser acordada, salvo que el perjuicio al 

interés social o al orden público sea mayor a los daños que pudiera 

resentir el solicitante, supuesto en el cual, deberá negarse la medida 

cautelar. 

 

Como se puede observar, es inconcuso entonces que el análisis 

preliminar de los valores tutelados que justifican los posicionamientos 

de las partes en conflicto, así como la valoración de los elementos 

probatorios que obren en el expediente, se convierte en una etapa 

fundamental para el examen de la solicitud de medidas cautelares, toda 

vez que cuando menos se deberán observar las directrices siguientes:  

 

1. Verificar si existe el derecho cuya tutela se pretende. 

 

2. Justificar el temor fundado de que ante la espera del dictado de la 

resolución definitiva, desaparezca la materia de controversia.  

 
3. Justificar la idoneidad, razonabilidad y proporcionalidad de la 

determinación que se adopte.  
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4. Fundar y motivar si la conducta denunciada, atendiendo al 

contexto en que se produce, trasciende o no a los límites del 

derecho o libertad que se considera afectado y si 

presumiblemente, se ubica en el ámbito de lo ilícito.  

 

Solo de esta forma, la medida cautelar o la tutela preventiva en materia 

electoral cumplirá sus objetivos fundamentales: evitar la probable 

vulneración de los bienes jurídicos tutelados, así como la generación de 

daños irreversibles a los posibles afectados; todo ello para que cuando 

se dicte la resolución de fondo, sea factible su cumplimiento efectivo e 

integral.  
 

7.1.5 Principios de legalidad, fundamentación y motivación. 
 
De acuerdo con lo establecido en los artículos 14, 16, 41 y 116 de la 

Constitución Federal, cualquier acto de autoridad debe estar 

debidamente fundado y motivado, de este modo, haciendo referencia al 

principio de legalidad, todos los actos y resoluciones deben sujetarse a 

los establecidos en dicha Constitución y las leyes aplicables. 

 

Así, el principio constitucional de legalidad, visto desde la óptica 

electoral, consiste en que todos los actos en dicha materia, deben 

apegarse al orden jurídico, lo que implica la posibilidad de que puedan 

ser impugnados por quien cuente con legitimidad respectiva. 

 

En cuanto al incumplimiento del deber de fundar y motivar un acto de 

autoridad, tenemos que puede actualizarse en dos supuestos: a) falta 

de motivación y fundamentación, así como la b) indebida motivación y 

fundamentación. 

 

Siendo la primera de ellas la ausencia de las citas correspondientes a 

los cuerpos normativos en que las autoridades soportan sus decisiones, 

y la falta de expresiones de razonamientos lógicos y jurídicos dirigidos 

a la aplicación del Derecho. 
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Luego entonces, la indebida fundamentación se advierte cuando la 

autoridad invoca preceptos legales que no son aplicables al caso en 

particular y la indebida motivación se da cuando las razones de la 

autoridad no son concordantes con el contenido del cuerpo legal 

aplicable. 

 

Es decir, la fundamentación se cumple con la existencia de una norma 

que le atribuya a la autoridad, la facultad para actuar en un determinado 

sentido y, asimismo, mediante la actuación de esa misma autoridad en 

ejercicio del precepto o preceptos legales aplicables al caso; lo anterior 

de conformidad con la jurisprudencia 1/2000 de la Sala Superior de 

rubro ““FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACUERDOS DEL 

INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, QUE SE EMITEN EN EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN REGLAMENTARIA” 

 

Asimismo, la motivación se cumple con la expresión de las 

circunstancias particulares o causas inmediatas tomadas en 

consideración para la emisión del acto, para lo cual debe existir 

adecuación entre los motivos expuestos y las normas aplicables, a fin 

de evidenciar las circunstancias invocadas como sustento del acto, y la 

forma en que éstas actualizan el supuesto normativo de la disposición 

invocada por la autoridad. 

 

En resumen, la fundamentación y motivación son una exigencia de todo 

acto de autoridad que permiten desprender claramente las normas que 

se aplican y la justificación del por qué la autoridad ha actuado en 

determinado sentido y no en otro, haciéndolo constar en el mismo 

documento donde asienta los razonamientos de su determinación. 

 

Por ello, la falta de tales elementos ocurre cuando se omite argumentar 

la norma aplicable al asunto y las razones que se hayan considerado 

para juzgar que el caso se puede adecuar a la misma. Es decir, implica 

su ausencia, mientras que una indebida fundamentación y motivación 

supone la existencia de esos requisitos, pero con la salvedad de que 
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existe una divergencia entre las normas invocadas y los razonamientos 

formulados por la responsable, respecto al caso concreto. 
 

7.1.6 Libertad del ejercicio periodístico.  
 

El periodismo es una forma de manifestación de la libertad de expresión 

del pensamiento, dicha actividad implica buscar, recibir y difundir 

información. 

 

Se encuentra ampliamente ligada a la libertad de expresión, misma que 

a su vez se encuentra tutelada en distintos ordenamientos.  

 

Un ejemplo de ello, son los artículos 6 y 7 de la Constitución Federal, 

los cuales tutelan la libre manifestación de ideas, el libre acceso a la 

información y la libertad de difusión de las mismas, siempre y cuando 

estas no ataquen la moral, la vida privada o los derechos de terceros, 

provoquen algún delito o se perturbe el orden público.  

 

Por su parte, la Sala Superior considera que la labor periodística goza 
de un manto jurídico de protección, mismo que se compone de tres 

aspectos: 

 

1. La labor periodística debe ser protegida en todos los ámbitos 

del derecho, incluido el electoral. 

 

2. La protección al periodismo no sólo comprende la protección a 

la persona física, sino también a las personas morales que 

estén vinculadas con esta actividad. 

 

3. La actividad periodística goza de una presunción de licitud que, 

en su caso, debe ser desvirtuada. 

 

Es decir, las libertades de expresión e información son fundamentales 

para fortalecer el funcionamiento de los sistemas democráticos, así 

como la labor periodística que construye el eje central de la circulación 



JE-27/2026 
 

24 

 

de ideas e información pública, por lo que, ante la ausencia de 

elementos con los que se pueda destruir la presunción de licitud del 

ejercicio periodístico se debe optar por privilegiar el derecho de libre 

expresión por parte de los periodistas a difundir opiniones, sus ideas y 

el interés público que tiene la sociedad en conocer los hechos y/o la 

opinión que se presenta por parte de éstos.16 
 

7.2 Marco contextual. 
 
7.2.1 De los hechos que dieron inicio a la controversia. 
 

Como fue precisado, el dos de marzo la parte actora, presentó una 

denuncia en contra de Cruz Pérez Cuéllar, en su carácter de Presidente 

Municipal de Ciudad Juárez, por la posible comisión de conductas que 

pudieran constituir actos anticipados de precampaña y/o campaña, uso 

indebido de recursos públicos, vulneración a los principios de 

imparcialidad y equidad, así como promoción personalizada, con motivo 

de la presunta difusión de propaganda política, ello, derivado del 

avistamiento de diversos anuncios espectaculares en diversas 

ubicaciones, en los que aparentemente se publicita una entrevista al 

denunciado, contenida en un sitio digital. 

 

Luego entonces, en la referida denuncia, se solicitaron como medidas 

cautelares a) el retiro inmediato de los anuncios espectaculares 

denunciados; y, b) el retiro inmediato de la publicación del periódico 

digital del sitio juarezinside.com 

 

7.2.2 Contenido del acto impugnado. 
 

Luego de la radicación atinente a la denuncia presentada, la Consejera 

Presidenta del Instituto, se pronunció sobre las medidas cautelares que 

fueron solicitadas por el actor en el escrito de denuncia, determinando 

 
16 Véase el SUP-REP-525/2022. 
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improcedente la adopción de las mismas, en síntesis, por las 

consideraciones siguientes: 

 

1. A partir de un análisis preliminar de los hechos denunciados y con 

vista en los elementos aportados y diligencias que fueron 

realizadas, las cuales consistieron en la certificación de la 

existencia de lo contenido en el sitio digital juarezinside.com a través 

del acta circunstanciada de clave IEE-DJ-OE-AC-042/2026, 17 
asimismo en cuanto a las diversas actas circunstanciadas de 

claves IEE-DJ-OE-AC-048/2026 y IEE-DJ-OE-AC-049/2026 18 , 
mediante las cuales se certificó lo relativo a los diversos anuncios 

espectaculares que fueron denunciados, concluyendo que los 

mismos corresponden a publicaciones difundidas por medios de 

comunicación y/o periódicos digitales. 

 

2. Posteriormente, la autoridad responsable procedió con el estudio 

de la posible actualización de la apariencia del buen derecho y el 

peligro en la demora para la adopción de medidas cautelares, 

aduciendo que no existieron elementos indiciarios suficientes que 

permitieran estimar en sede cautelar, la necesidad de implementar 

mecanismos de inhibición de las conductas que fueron 

denunciadas. 

 

3. Lo anterior, toda vez que al analizar el contenido del sitio digital -

al que dirigen los anuncios espectaculares – obtuvo que ello se presenta en 

un formato que corresponde a una nota informativa o entrevista 

de carácter periodístico, argumentando que la libertad de 

expresión y de prensa, gozan de una protección reforzada, en 

especial cuando la información difundida es de interés público. 

 

4. Razonó que lo denunciado aunque pudiera relacionarse con las 

infracciones invocadas, no actualizó un grado de plausibilidad 

suficiente para considerar que la conducta constituye una falta 
 

17 Visible en fojas 101 a 102 del expediente. 
 
18 Visibles en fojas 102 a 109 del expediente. 
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que deba ser inhibida en sede cautelar, sino que su análisis 

requiere de un estudio de fondo, una vez que se concluya con la 

instrucción del procedimiento. 

 

5. Asimismo, la autoridad argumentó que en el contexto en el que 

fue difundida la información en el sitio digital, permite 

razonablemente estimar que se trata de un ejercicio periodístico, 

lo cual introduce en el estudio un elemento de duda razonable que 

impide en etapa preliminar implementar la intervención cautelar. 

 

6. La autoridad precisó que con vista en los elementos que permiten 

determinar si una expresión o mensaje configuran el elemento 

subjetivo de los actos anticipados de campaña, se debe verificar 

si la comunicación en estudio, de manera manifiesta, abierta y sin 

ambigüedad, posiciona a la persona con relación a una 

candidatura, debiendo realizar dicha valoración bajo un contexto 

integral, lo cual, en principio, no ocurre en el particular, no obstante 

que se requeriría un pronunciamiento de fondo que permitiera 

dilucidar si se contravino la normativa electoral. 

 

7. Por lo anterior, adujo que no fueron advertidos elementos 

mínimos, siquiera a grado de indicio para sostener que la 

propaganda objeto de la denuncia constituyera propaganda 

gubernamental personalizada, así como que tampoco existieron 

indicios de los que se advierta que dicha propaganda haya sido 

contratada o solicitada con recursos públicos. Adicionalmente, 

sostuvo que no se encontró en el análisis preliminar la presencia 

de un llamamiento al voto a favor o en contra de alguna persona 

o partido político, ni publicitación de plataformas electorales. 

 

8. Finalmente, se señala en el acto impugnado que la adopción de 

una medida cautelar se justifica únicamente cuando existe un 

derecho que requiere protección provisional y urgente, por lo que, 

al advertirse que los hechos denunciados están revestidos hasta 
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el momento, de la protección al periodismo, la presunción de 

licitud no fue superada. 

 

En ese contexto y en observancia al marco normativo aplicable, se 

procederá al estudio de fondo de los agravios formulados por el 

promovente. 

 

7.3 Caso concreto. 
 
7.3.1 Agravios relacionados con la notificación del acuerdo por el 
que se declaró la improcedencia de las medidas cautelares. 
 
1. Invalidez de la notificación por contravenir las disposiciones 
de la Ley Electoral. 

 

En síntesis, el agraviado señala que se vulneró su derecho de audiencia 

y debida defensa derivado de la incorrecta notificación que le fue 

efectuada a su persona respecto del acuerdo emitido en el expediente 

de clave IEE-PSO-008/2026 relativo a la improcedencia de las medidas 

cautelares solicitadas, esto, al haberse fijado en la puerta del domicilio, 

sin citatorio previo, copia simple de una resolución que no se encontraba 

debidamente identificada, por lo que solicitó se le tuviera promoviendo 

el Juicio en tiempo y forma. 

 

Al respecto este Tribunal determina lo siguiente: 

 

Debe partirse de que aún y cuando el disidente infiere que no se le 

permitió conocer el contenido del acuerdo impugnado, lo cierto es que, 

de lo vertido en el escrito de impugnación presentado, el recurrente 

tácitamente se hace sabedor de los argumentos y consideraciones que 

forman parte del referido acuerdo, pues como ya fue precisado en el 

apartado correspondiente, el escrito cumple con el requisito esencial de 

señalar, entre otros, agravios, actos impugnados y la autoridad 

responsable, es decir, refiere inconformidades precisamente respecto al 

contenido en dicho acuerdo. 
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No obstante a ello, resulta fundado el disenso respecto a que no debe 

computarse el plazo para la presentación del medio de impugnación a 

partir de la notificación efectuada en una evidente contravención a la 

Ley, sino que debe considerarse la fecha de presentación del medio de 

impugnación atinente.19 

 

En principio, es menester precisar que el Acuerdo General del Pleno de 

este Tribunal TEE-AG-01/2018, dispone que el Juicio Electoral deberá 

tramitarse y sustanciarse de conformidad a las reglas comunes de los 

medios de impugnación que prevé la Ley Electoral, en concreto, las que 

resultan aplicables al Recurso de Apelación. 
 
Bajo dicho parámetro, el artículo 307, numeral 1 de la Ley Electoral, 

dispone que el Recurso de apelación – análogo – deberá interponerse 

dentro de los cuatro días contados a partir de que surta efectos la 

notificación efectuada. 

 

Al respecto tenemos que, de las constancias que integran el expediente 

se desprende que el dieciocho de marzo, se efectuó una diligencia de 

notificación en los términos que se desprenden enseguida: 

 

 
19  Véase la Jurisprudencia de la Sala Superior 8/2001de rubro: CONOCIMIENTO DEL ACTO 
IMPUGNADO. SE CONSIDERA A PARTIR DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, SALVO PRUEBA 
PLENA EN CONTRARIO. 
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No pasa desapercibido que, en el escrito de impugnación, al controvertir 

la notificación efectuada, el actor inserta una imagen ilustrativa de una 

constancia diversa, esto es la identificada con la clave IEE-DJ-N-

452/2026 20 , sin embargo, no menos cierto es que el impugnante 
señala expresamente que lo que pretende controvertir es la 
notificación relativa al acuerdo de medidas cautelares21 dictadas en 

el multirreferido PSO, lo cual resulta estrechamente congruente con el 

contenido del medio de impugnación presentado, toda vez que los 

motivos de agravio versan sobre dicho acuerdo emitido el trece de 

marzo. 

 

Ahora bien, se advierte de las constancias que obran en el expediente 

que la notificación efectuada, se fundamentó en términos de lo 

dispuesto en el artículo 276, numerales 6), 7) y 8),22 mismos que fueron 

desarrollados en el marco normativo de la presente resolución. 

 

Al respecto, puede concluirse que, en contraste con la cédula de 

notificación que obra en el expediente, la legislación aplicable prevé el 

procedimiento que la autoridad invariablemente debe seguir ante la 

situación en la que durante las diligencias de notificación no se 
encuentre persona alguna en el domicilio señalado, como ocurrió en 

el presente, esto es, se deberá dejar un citatorio de por medio, en el 

que se identifique el número de expediente del acto a notificar, así como 

un extracto del mismo. 

 
En ese mismo sentido, la normativa electoral refiere que el personal 

notificador acudirá de nueva cuenta al domicilio, en el día y hora fijados 

en el citatorio y que, en caso de que no fuese posible la notificación, 

esta se efectuará por estrados, destacando que la Ley de la materia 

únicamente contempla la entrega de copias certificadas y no así de 

 
20 Visible en la foja 86 del expediente. 
 
21 Tal y como puede advertirse de la foja 19 del expediente. 
 
22 Visible en el reverso de la foja 114. 
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copias simples, 23  cuestiones que no ocurrieron en la diligencia 

practicada, pues no existe constancia de que se haya dejado citatorio 

alguno a la parte, sino que se observa la descripción siguiente: procedo 

a fijar en la puerta de acceso al domicilio cédula original y copia simple del referido 

acuerdo constante en ocho fojas. Por tanto, concluye la presente diligencia. 
 

En esas condiciones, se advierte que la notificación practicada a la parte 

actora no cumplió con las formalidades establecidas en la Ley de la 

materia, por las razones descritas con anterioridad y, por consiguiente, 

no se puede considerar que el mismo resultó sabedor del acto 

impugnado en la fecha en que a juicio de la autoridad responsable se 

efectuó la notificación correspondiente. 

 

Por tanto, a consideración de este Tribunal, el motivo de agravio resulta 

fundado y, en consecuencia, se determina que la interposición del 

medio de impugnación resulta oportuno, con lo cual queda atendida la 

primera de sus pretensiones, por lo que se procederá a analizar la 

premisa mayor del escrito de impugnación. 
 
No pasa desapercibido para esta autoridad que el impugnante 

manifiesta diversos motivos de disenso respecto a las condiciones en 

las que fue practicada la notificación correspondiente, sin embargo, 

atendiendo a que el agravio en estudio resultó fundado favoreciendo la 

intención del promovente en relación a la premisa mayor de su 

impugnación, resulta innecesario realizar el análisis de los restantes 

conceptos de queja, ya que se alcanzó la pretensión del recurrente, esto 

es, colmar el requisito de procedencia consistente en la oportunidad de 

presentación del medio.24  
 

 
23 Con vista en el numeral 5 del artículo 276 de la Ley Electoral. 
 
24 Resulta orientador el criterio de la SCJN contenido en la Jurisprudencia V.2o. J/50, de rubro: 
AGRAVIOS EN LA REVISIÓN. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, con número de registro digital: 
217457. 
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En ese sentido, se le tiene por restituido en su derecho de audiencia y 

defensa adecuada.25 

 

En esas condiciones, toda vez que se colmaron en su totalidad los 

requisitos de procedibilidad necesarios, se está en aptitud de realizar el 

estudio correspondiente al fondo del asunto. 

 
7.3.2 Agravios dirigidos a impugnar el acuerdo que declaró 
improcedente la adopción de medidas cautelares. 
 
7.3.2.1. Vulneración los principios de exhaustividad, legalidad y 
seguridad jurídica al no estar fundado y motivado el acuerdo de 
mérito. 
 
El motivo de agravio resulta infundado, por las siguientes razones: 

 

Inicialmente, aduce el quejoso que el acuerdo impugnado no se 

encuentra debidamente fundado y motivado, al no haber sido 

estudiados con exhaustividad la totalidad de los elementos que integran 

el contexto de la difusión de los espectaculares denunciados, es decir, 

los anuncios espectaculares, así como el contenido del sitio digital a la 

luz de los tipos infractores que imputa en su denuncia. 

 

En esas condiciones, expresa que los hechos pretenden simular un 

ejercicio periodístico, pues lo difundido en el sitio digital juarezinside.com 

no tiene el formato adecuado para representar una entrevista, argumenta 

también que no existe un pronunciamiento relativo a los equivalentes 

funcionales para que se pudiera determinar que se estaba en presencia 

de un llamamiento al voto, puntualizando incluso la metodología de 

estudio. 

 

 
25  Sirve para robustecer lo anterior la tesis jurisprudencial de rubro “EMPLAZAMIENTO. LOS 
DEFECTOS O VICIOS DE LA DILIGENCIA RESPECTIVA QUEDAN DEPURADOS CUANDO SE CONTESTA 
LA DEMANDA Y SE EJERCE EL DERECHO DE DEFENSA, SIN VULNERARSE, POR ENDE, LA GARANTÍA 
DE AUDIENCIA” 
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Al respecto, dichos argumentos devienen infundados toda vez que el 

recurrente pretende que el acuerdo de medidas cautelares contenga 

razonamientos que corresponden al análisis del fondo del asunto, 

incluso antes de que la autoridad responsable pueda ejercer su facultad 

investigadora, por las razones que se exponen a continuación. 

 

El recurrente sustenta la falta de exhaustividad por parte de la autoridad 

responsable, a partir de las siguientes premisas: 

 

1. La autoridad electoral no llevó a cabo un análisis de la totalidad 

de los elementos que integran el contexto de la difusión de los 

espectaculares denunciados. 

2. Señala que la autoridad perdió de vista que la propaganda 

gubernamental se encuentra disfrazada de ejercicio 
periodístico, por lo que el Instituto tenía la obligación de analizar 
los anuncios espectaculares sobre la base de una forma 
novedosa de esquivar el cumplimiento de la ley. 

3. Aduce que era necesario que el Instituto atendiera a las 
circunstancias particulares de la denuncia y no solamente 

realizara un pronunciamiento genérico. 

4. Además, refiere que la responsable en ningún momento efectuó 

un análisis sobre el equivalente funcional y contextual de los 

hechos denunciados. 

5. Concluye señalando que la autoridad debió efectuar un estudio de 

todos los elementos que obran en el expediente, para de esta 

manera encontrarse en posibilidad de advertir la sistematización 

de las conductas denunciadas. 

 

Bajo ese orden de ideas, se advierte que el recurrente parte de la 

premisa errónea de que la autoridad electoral tenía la obligación de 

efectuar un análisis completo, contextual y exhaustivo de los elementos 

que actualizan la comisión de las infracciones denunciadas para 

encontrarse en posibilidades de imponer medidas cautelares, perdiendo 

de vista la naturaleza de las mismas. 
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Al respecto, como se mencionó en el marco normativo de la presente 

resolución, las medidas cautelares tienen como propósito preservar una 

situación jurídica, así como los derechos en posible riesgo, por lo que 

su objeto y fin son los de asegurar la integridad y la efectividad de la 

resolución de fondo. 

 

Por ello y toda vez que las medidas cautelares constituyen instrumentos 

que derivados de un análisis preliminar, por lo que buscan conservar 

la materia del litigio, así como evitar un daño grave e irreparable a los 
derechos o principios que se estimen transgredidos. 
 
En ese sentido, este Órgano jurisdiccional no pierde de vista que las 

medidas cautelares pueden incidir en la esfera jurídica de la persona 

física o moral a la cual se le imponen, por tanto, al momento de su 

imposición, la autoridad tiene la obligación de justificar su idoneidad, 
razonabilidad y proporcionalidad. 
 
Además, no basta con que la autoridad administrativa argumente lo 

anterior, sino que deben tener verificativo los siguientes elementos: 

 

1. La probable violación a un derecho, del cual se pide la tutela 

en el proceso. -como es el caso de la equidad en la contienda- 

2. El temor fundado de que, mientras llega la tutela judicial 

efectiva, desaparezcan las circunstancias de hecho 

necesarias para alcanzar una decisión sobre el derecho o bien 

jurídico cuya restitución se reclama. 

 

Precisado lo anterior, se tiene que a efecto de que la autoridad se 

encuentre en posibilidades de imponer medidas cautelares, en un 

examen preliminar de los hechos sometidos a su consideración, debe 

advertirse la violación a un derecho y un riesgo de que éste se vea 

afectado de manera irreparable. 

 

De lo anterior se advierte que el agravio formulado por la parte actora 

resulta infundado, en virtud de que parte de la idea de que la autoridad 
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responsable tenía la obligación de efectuar un análisis integral, 
completo y exhaustivo, del contexto del asunto, los mensajes 

difundidos, así como los equivalentes funcionales que a su juicio se 

encuentran inmersos en los materiales denunciados, no obstante que 

dicho estudio corresponde a una etapa procesal diversa, es decir, al 

estudio de fondo, lo cual, no compete a la Consejera Presidenta. 

 

Es decir, la parte actora pretende que una autoridad electoral -encargada 

únicamente de la sustanciación del procedimiento- lleve a cabo un análisis de 

fondo para determinar los elementos necesarios para acreditar la 

existencia de las infracciones denunciadas, situación que no solamente 

es jurídicamente inviable, sino que además escapa de su ámbito de 

competencia, pues la responsable únicamente debe efectuar un análisis 

preliminar de los hechos denunciados, a la luz de las pruebas que en 

ese momento obren en autos.  

 

No obstante lo alegado por la parte actora, la Presidencia del Consejo 

del Instituto detalló en el acuerdo impugnado el marco normativo 

aplicable, precisando las consideraciones específicas sobre la tipicidad 

de las infracciones denunciadas, los hechos que dieron motivo al 

procedimiento, la certificación de los anuncios espectaculares y el 

contenido de la presunta entrevista realizada al denunciado, así como 

un análisis de la naturaleza de las conductas y si las mismas, de forma 

indiciaria evidenciaban, al margen de los alcances de la sede cautelar, 

alguna contravención a la normativa que requirieran que de manera 

inmediata y urgente fueran inhibidas.  

 

Esto como puede dilucidarse en el apartado 7.2.2 del presente fallo y 

cuyo análisis satisface el nivel de estudio al que está obligada la 

autoridad en esta fase cautelar. 

 

Dicho estudio preliminar de los hechos denunciados, los elementos 

probatorios aportados por el entonces denunciante y las diligencias 

previas de investigación efectuadas, derivaron en que las conductas 

que fueron imputadas se encuentren, hasta este momento procesal, 



JE-27/2026 
 

35 

 

revestidas de la protección reforzada que tiene el ejercicio periodístico, 

al advertirse que los espectaculares denunciados dirigen al sitio digital, 

en el cual se observa contenido que preliminarmente puede ser una 

entrevista con información de interés público. 

 

En consecuencia, es dable concluir que dicha porción del agravio 

esgrimido por el recurrente resulta infundado, pues pretende trasladar 

a la autoridad responsable, la obligación de efectuar un análisis 

completo y exhaustivo de los hechos denunciados, sin considerar la 

naturaleza cautelar de las medidas, así como la obligación de la 

autoridad de únicamente efectuar un análisis preliminar de la materia de 

la denuncia. 

 

Asimismo, la parte actora señala que la autoridad responsable tomó en 

consideración la figura de la apariencia del buen derecho para motivar 

la negativa de adopción de las medidas cautelares, sin embargo, dicha 

manifestación parte de una premisa inexacta, pues el argumento 

vertido por la responsable, de manera expresa señala que como parte 

del estudio para arribar a la determinación sobre las medidas 

cautelares, debía pronunciarse sobre la actualización o no de la 

apariencia del buen derecho y, una vez dilucidado lo anterior, estaría en 

aptitud de exponer las razones de viabilidad de ordenar medidas 

inhibidoras. 

 

En ese sentido, como se expuso en el marco normativo, la apariencia 

del buen derecho, está estrechamente ligada al análisis preliminar que 

debe efectuarse en sede cautelar, al contribuir a la credibilidad objetiva 

y seria sobre la juridicidad del derecho que se pide proteger, a fin de 

descartar que se trate de una pretensión manifiestamente temeraria o 

cuestionable. 

 

En ese orden de ideas, se tiene que el acuerdo controvertido se limita a 

precisar lo siguiente: 

 
 “resulta improcedente la adopción de medidas cautelares, al no existir 
elementos indiciarios suficientes que permitan estimar en sede 
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cautelar, bajo la apariencia del buen derecho y peligro en la demora, 
la necesidad de implementar mecanismos de inhibición de las 
conductas denunciadas, pues con vista en los elementos con los que se 
cuenta de manera previa a la realización de la investigación 
correspondiente, no se advierte fehacientemente que existan violaciones 
a la legislación electoral que ameriten la imposición de las medidas”  

 

Enfasis añadido 
 

Lo anterior denota que, contrario a lo sostenido por el recurrente, no se 

utilizó la apariencia del buen derecho para negar las medidas 

cautelares, sino que se cita el referido principio como parte del análisis 

que fue efectuado por la autoridad responsable para arribar a su 

determinación, de ahí que dicha porción de su agravio resulte 

igualmente infundado. 
 

Asimismo, resulta infundado su argumento mediante el cual pretende 

demostrar que la determinación de la autoridad fue indebida pues a su 

óptica, la responsable concluyó que no se advirtió de manera preliminar 

la infracción denunciada, en virtud de que no se constató que la 

propaganda denunciada haya sido financiada con recursos públicos. 

 

No obstante, el recurrente nuevamente parte de una apreciación 
inexacta, ya que el acuerdo controvertido señala que, de forma 

preliminar, no pudieron advertirse elementos mínimos que evidenciaran 

la presencia de propaganda gubernamental que contuviera informes o 

logros de gobierno, avances o desarrollo de ningún tipo, beneficios o 

compromisos aunado a que tampoco se advirtió indiciariamente que se 

haya solicitado o contratado dicha propaganda con recursos públicos.  

 

Es decir, el estudio efectuado, aún en sede cautelar, analizó las diversas 

vertientes de las infracciones denunciadas, arribando a la conclusión 

preliminar de que no se generó una plausibilidad suficiente para imponer 

medidas cautelares, pues un estudio efectuado en las condiciones que 

pretende el recurrente, atiende a un pronunciamiento de fondo 

pormenorizado, lo cual no solamente no corresponde al momento 

procesal en que se encuentra el procedimiento, sino que además 

escapa del ámbito competencial de la responsable. 
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En consecuencia, igualmente resulta infundada la porción del agravio 

esgrimido por el recurrente, por las razones descritas con anterioridad. 

 

Por otro lado, en cuanto a las manifestaciones del quejoso respecto a 

que la Presidenta del Consejo emitió una determinación deficiente toda 

vez que: 

 

1. El acuerdo representa un pronunciamiento genérico al no 

considerar las circunstancias particulares del caso. 

2. No existió pronunciamiento sobre lo publicado en el sitio 

juarezinside.com, sino solamente respecto a los espectaculares 

denunciados 

3. Se pasó por alto el análisis de la infracción consistente en actos 

anticipados de precampaña y campaña. 

 

Los mismos resultan infundados toda vez que como ya se señaló, el 

acuerdo combatido atendió a la totalidad de los hechos denunciados, 

pues formaron parte de las consideraciones en que se basó la autoridad 

para determinar la improcedencia de las mismas, precisamente las 

probanzas obtenidas con vista en la denuncia inicial, esto es, las actas 

circunstanciadas de claves IEE-DJ-OE-AC-042/2026, IEE-DJ-OE-AC-
048/2026 y IEE-DJ-OE-AC-049/2026, que versan sobre los anuncios 

espectaculares y sus elementos, así como también sobre el contenido 

del sitio de internet al que dichos anuncios dirigen. 

 

Así mismo, por lo que hace al argumento de que la autoridad 

responsable fue omisa en pronunciarse respecto a la infracción 

denunciada consistente en actos anticipados de campaña y/o 

precampaña, de un análisis completo del acto impugnado, se advierte 

que  la Consejera Presidenta fue precisa en señalar que para determinar 

si se configura dicha infracción deben converger los elementos que la 

actualizan, sin embargo, el pronunciamiento fundado y motivado 

respecto a dichos elementos señalados por la jurisprudencia, requieren 

de un análisis contextual e integral de factores como el medio de 
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difusión, el público al que se dirige, la temporalidad y circunstancias que 

rodean su emisión. 

 

Es decir, pronunciamientos que atienden al fondo del asunto, por lo que, 

en sede cautelar y al no ser la autoridad facultada para ello, la Consejera 

Presidenta, únicamente señaló la falta de credibilidad objetiva respecto 

a algún derecho que deba ser protegido de una amenaza o afectación, 

pronunciándose correctamente sobre la totalidad de las infracciones 

aducidas. 

 

A partir de ello, tal y como razona en la metodología de estudio, la 

responsable basó su análisis preliminar en las directrices que ha 

señalado el TEPJF y el marco normativo aplicable al caso concreto a la 

luz del contexto de lo denunciado, de lo que concluyó que se trata de 

una nota periodística publicitada a través de anuncios espectaculares 

que únicamente hacen referencia al entrevistado, sin que se adviertan, 

hasta el momento, otros elementos que desvirtúen la aparente licitud 

de los mismos. 

 

Relacionado con lo anterior, se puntualiza que la responsable refirió en 

el acuerdo de medidas cautelares que precisamente las autoridades 

electorales tienen la función de proteger y garantizar el ejercicio eficaz 

del derecho fundamental de la libertad de expresión, por lo que la 

interpretación de las normas que la restrinjan o limiten debe ser 

especialmente estricta. 

 

En ese contexto en el caso que nos ocupa existe duda razonable que 

justifica la improcedencia de la imposición de las medidas cautelares 

solicitadas, ello derivado de un análisis preliminar del cual no se 

advirtieron elementos suficientes que validamente sustenten una 

limitación al derecho de libertad periodística, así como de libertad de 

expresión.  

 

En consecuencia, el agravio esgrimido por la parte actora resulta 

infundado, en virtud de que contrario a lo aducido por la misma, la 
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autoridad responsable efectuó un análisis completo de las constancias 

que obran en el expediente y, atendiendo al momento procesal en que 

actualmente se encuentra el expediente, así como a las facultades 

inherentes a su cargo y a la naturaleza cautelar de las medidas, el 

acuerdo de mérito se encuentra debidamente fundado y motivado, por 

lo que no se actualiza transgresión alguna a los derechos que el 

recurrente afirma fueron vulnerados. 

 

Se afirma lo anterior en virtud de que como se expuso en el marco 

normativo,  la fundamentación se cumple con la existencia de una 

norma que le atribuya a la autoridad la facultad para actuar en 

determinado sentido y, asimismo, mediante la actuación de esa 
misma autoridad en la precisión del precepto o preceptos legales 
aplicables al caso. 
 

Por otra parte, la motivación se cumple con la expresión de las 
circunstancias particulares o causas inmediatas tomadas en 
consideración para la emisión del acto, para lo cual debe existir 

adecuación entre los motivos expuestos y las normas aplicables. 

 

En consecuencia y como ya fue referido con anterioridad, se cumplió a 

cabalidad con la obligación constitucional de fundar y motivar 

adecuadamente las actuaciones de la autoridad. 

 

7.3.2.2.  Violación al artículo 17 Constitucional y falta al principio 
de imparcialidad . 
 
Finalmente, el agravio en estudio deviene inoperante, como se razona 

a continuación: 

 

El recurrente señala que las medidas cautelares solicitadas en un 

diverso PSO, promovido en contra de una persona distinta, bajo 

diferentes circunstancias de modo, tiempo y lugar, fueron declaradas 

procedentes, pretendiendo que la autoridad responsable realice un 

estudio idéntico por analogía para arribar a la misma conclusión de 
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procedencia en el particular, sin embargo, el actor no tomó en 

consideración la naturaleza jurídica de los casos y de las propias 

medidas cautelares. 

 

Al respecto, el recurrente refiere que las circunstancias que dieron 

origen a los diversos procedimientos sancionadores resultan distintas 

a las que en el presente nos coligen, en virtud de que el PSO al que 

hace referencia versa sobre la colocación de lonas con la imagen de 

una persona en diversos domicilios particulares, mientras que el 

presente asunto se refiere a diversos anuncios espectaculares en los 

que se hace referencia a una entrevista contenida en un sitio digital. 

 

Es decir, se advierte que los asuntos que pretende que obtengan la 

misma consecuencia jurídica parten de supuestos distintos -ello sin 

tomar en cuenta que cada expediente cuenta con medios probatorios diversos-, lo 

que supone un estudio preliminar diferenciado, atendiendo a las 

particularidades de cada caso. 

 

Bajo esa tesitura, la parte actora pretende sustentar su pretensión en 

situaciones fácticamente distintas, mediante una analogía que no 

resulta apta para desvirtuar las consideraciones concretas de la 

responsable, al momento de emitir el acto impugnado. 

 

Asimismo, del medio de impugnación se advierte que la parte actora 

pretende desvirtuar argumentos contenidos en el acuerdo emitido en un 

diverso PSO, el cual como ya se precisó, no guarda relación con el 

asunto que nos ocupa, por lo que no resulta idóneo formular un 

pronunciamiento respecto a la correcta o incorrecta determinación a la 

que se arribó en un procedimiento distinto a esta controversia. 

 

Así entonces, se advierte que la autoridad responsable emitió dos 
acuerdos diversos, basados en premisas fácticas distintas, con 

material probatorio igualmente distinto, por tanto, no se encontraba 

obligada a llegar a la misma conclusión en el PSO que en este asunto 
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se analiza y en el diverso al que hace referencia el actor, por las razones 

descritas con anterioridad. 

 

De ahí la inoperancia26 de su agravio, en virtud de que parte de la 

suposición de que una vez que la autoridad responsable ha tomado la 

determinación de declarar procedente la imposición de medidas 

cautelares en un procedimiento sancionador diverso, tiene la obligación 

de llegar a la misma conclusión en el PSO que dio origen con su 

denuncia, partiendo de la premisa falsa de que ambos procedimientos 

cuentan con los mismos hechos y el mismo caudal probatorio. 

 

En consecuencia, contrario a lo aducido por el recurrente, no se advierte 

elemento alguno que permita presumir que la autoridad responsable 

incumplió con su deber de actuar bajo el principio de imparcialidad, por 

lo que no se advierte, incluso de forma indiciaria, transgresión alguna a 

la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en los términos 

descritos por el actor. 

 

Ello atendiendo al hecho de que la autoridad válidamente puede tomar 

determinaciones distintas, como lo es la procedencia o improcedencia 

de medidas cautelares, atendiendo al caso concreto del que se trate, 

sin que dicha circunstancia signifique, per se, que está actuando de 

manera parcial. 

 

Con lo anterior, quedó de manifiesto que, contrario a lo sostenido por el 

quejoso, los principios de legalidad, seguridad jurídica, exhaustividad e 

imparcialidad fueron debidamente observados en la emisión del 

acuerdo de medidas cautelares dentro del expediente IEE-PSO-

008/2026, por lo que sus agravios devienen infundados e inoperantes, 

respectivamente. 

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, se 

 

 
26 Sirve de apoyo la jurisprudencia emitida por la otrora Segunda Sala de la Suprema Corte, de rubro 
“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS.” 
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RESUELVE 
 

ÚNICO. Se confirma, en lo que fue materia de impugnación, el acuerdo 

que declaró la improcedencia de la adopción de las medidas cautelares 

dentro del expediente de clave IEE-PSO-008/2026 del índice del 

Instituto Estatal Electoral de Chihuahua. 

 

NOTIFÍQUESE: 

 

1. Personalmente a la parte actora, en el domicilio señalado para 

tales efectos.  

2. Por oficio al Instituto Estatal Electoral, en su calidad de autoridad 

responsable. 

3. Por estrados a las demás personas interesadas. 

 

Así lo resolvieron, por unanimidad de votos, por las Magistradas y 

Magistrado que integran el pleno del Tribunal Estatal Electoral de 

Chihuahua. La Secretaria General da fe que la presente resolución se 

firma de manera autógrafa y electrónica. DOY FE. 
 
 
 
 

HUGO MOLINA MARTÍNEZ 
MAGISTRADO PRESIDENTE 

 
 
 
 

SOCORRO ROXANA 
 GARCÍA MORENO 

MAGISTRADA 

 
 
 
 

ADELA ALICIA 
JIMÉNEZ CARRASCO 

MAGISTRADA 
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NOHEMÍ GÓMEZ GUTIÉRREZ 
SECRETARIA GENERAL 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas certificadas, 
el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del Acuerdo 
General del veintiuno de diciembre de dos mil veinte del Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua, así 
como el Acta de Sesión Privada de fecha nueve de enero de dos mil veintitrés, por los que se 
implementa la firma electrónica certificada en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten 
con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia 
electoral. 
 
La suscrita con fundamento en los artículos 300, numeral 1), inciso d) de la Ley Electoral del Estado 
de Chihuahua y 40, fracción IV del Reglamento Interior de este Órgano Jurisdiccional electoral, hago 
constar y CERTIFICO, que la presente foja forma parte de la Resolución aprobada por unanimidad 
dentro del expediente JE-027/2026, por las Magistradas y Magistrado que integran el Pleno del 
Tribunal Estatal Electoral de Chihuahua, en Sesión Pública de Pleno, celebrada el veintidós de mayo 
de dos mil veintiséis a las catorce horas. Doy Fe. 
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